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Acta No.  423 de octubre 29 de 2018
Decide la Sala la acción de tutela propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas - Risaralda a la que fueron vinculadas la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo regionales de Risaralda.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó esta acción de tutela en contra del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas - Risaralda, por la presunta violación de los derechos que cita, entre otros, como “art 13, 83, 29, 229 CN, Carta Iberoamericana de Usuarios de Justicia”.
Expuso que actúa en la acción popular “2018-132” donde el Juzgado accionado se niega a notificar a la entidad accionada por medio de su correo electrónico y a informar a la comunidad por la página web de la rama judicial y por la cartelera del despacho.

Solicitó que se le ordene al Juzgado enterar a la comunidad por esas vías. De no hacerlo, dice, desiste de la acción popular. 
Se dispuso dar trámite al amparo, con las mencionadas citaciones y de la autoridad judicial encartada, se solicitó la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela; así lo hizo. 
El Procurador regional de Risaralda solicitó su desvinculación, en razón a que su función está orientada a la defensa de derechos e intereses colectivos, lo que será verificado en el correspondiente pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el proceso de la referencia.    

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Se acude en esta oportunidad, en procura de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa al accionante, el hecho de que el juzgado encartado le imponga como carga procesal la obligación de informar a la comunidad por otros medios masivos de comunicación y no lo haga el despacho de oficio por medio de la página web de la rama judicial. 




No sobra mencionar que aunque el accionante manifestó en el recuento fáctico que el funcionario encartado se ha negado a notificar a la entidad demandada por medio de su correo electrónico, al fin y al cabo, ninguna pretensión en tal sentido formuló, por lo anterior de nada debe ocuparse la Sala sobre ese preciso aspecto, máxime cuando según se puede ver en las copias remitidas (pág. 22 del cd, f. 7), con auto del 28 de septiembre anterior, el juzgado expresamente accedió a esa petición; es inexistente, en consecuencia, cualquier vulneración que por esa senda se alegue.   
  



Con esa claridad, se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;




Para la Sala, los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se hizo uso oportunamente del recurso de reposición contra la decisión reprochada; se cumple el principio de inmediatez ya que el recurso fue resuelto mediante auto del 28 de septiembre del presente año; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante al funcionario, aquella podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

En ese entendido, habría que aludir a un defecto material o sustantivo, del que se ha dicho “que se configura cuando la decisión judicial se apoya en una norma evidentemente inaplicable al caso concreto, bien sea por que ha sido derogada, porque ella o su aplicación al caso concreto es inconstitucional o, porque, a pesar de estar vigente y ser constitucional, no se adecua a la circunstancia fáctica a la cual se ha aplicado”
-
, comoquiera que se pone en entredicho la posición del funcionario al imponerle a la parte demandante la obligación de informar a la comunidad por otros medios masivos de comunicación y no hacerlo de oficio por medio de la página web de la rama judicial o la cartelera del Despacho. 

En efecto, con la demanda se solicitó al Juzgado efectuar de oficio u ordenar a la entidad accionada, adelantar las gestiones pertinentes para materializar la comunicación a la comunidad de que trata el inciso 1° del artículo 21 de la ley 472; no obstante, cuando se admitió, se ordenó a costa del demandante dicha comunicación por medio de una radiodifusora local o un diario de amplia circulación de ese municipio; esa decisión fue contrariada, sin obtener resultados favorables.

Empero, a pesar de las explicaciones que blande el accionante, para la Sala no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. 
Así se afirma porque la decisión que en torno a la obligatoriedad que le compete a la parte en relación con la comunicación de la demanda a la comunidad, no alcanza a trasgredir los derechos de aquel, ya que la intelección que al asunto le dio el funcionario, por más discutible que le parezca al actor, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta tal vulneración, que es lo que por esta vía se puede proteger.
Para el efecto dijo:





“En ese sentido ha de recordarse que en manera alguna el art. 21 de la Ley 472 de 1998, faculta al actor popular para ordenar al juez a hacer u obligarlo a escoger el medio en el que ha de hacerse la publicación. Lo que la norma indica, es que el titular del despacho podrá optar por el medio masivo de comunicación o el medio más eficaz para avisar a la comunidad se haga a través de la emisora de la Policía Nacional, toda vez que la misma ofrece garantía de suficiente publicidad, a diferencia de la página web de la Rama, que es concurrido por un grupo más pequeño de personas. Los costos que genere dicha publicación serán a cargo del accionante.”

Además esa resolución, se encuentran a tono con el criterio que en este tipo de asuntos ha exhibido la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia de la Corte Suprema de Justicia
, que ha dicho: 

Empero, tampoco se advierte una actitud caprichosa en el Juzgador cuestionado, en tanto que su actuación se enmarca dentro de las normas que regulan el procedimiento de la acción popular. Nótese que cuando la Ley 472 de 1998 remite al Estatuto Procesal Civil en lo tocante a la notificación del extremo demandado (artículo 21) (...)

Finalmente se destaca que lo atinente a los gastos que debe asumir el actor popular constituyen una carga que no contraría el principio de la gratuidad, referido a la posibilidad de acudir ante la administración de justicia, y por ende, salvo que se hubiera concedido el amparo de pobreza, el accionante deberá sufragar los costos que demande el proceso. 
Reluce, entonces, un razonamiento con apoyo legal, precedente vertical y con el criterio que sobre el caso estima aplicable, precedido de argumentos en torno a la carga que le incumbe al interesado; de ello nada de arbitrario o antojadizo se advierte en la decisión, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir, pues tiene sentado también la jurisprudencia
 que:

“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...”
No se olvide, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que no acontecen, según viene de verse, en el presente asunto, con lo cual, el amparo se negará. 





Sobra decir que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación.




Así que, como viene de verse, se negará la pretensión. Se absolverá a los demás vinculados, por no hallar de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.





Finalmente, se remite al actor a las constancias de notificación que reposan en el plenario, que dan cuenta de la citación a los interesados en este asunto, es decir los intervinientes en la acción popular en cita, que se adelanta ante el Juzgado accionado. Por tal motivo y como se evidencia que han sido citados todos en debida forma, se rechazará la nulidad invocada desde el libelo introductorio.  

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas – Risaralda.
Se rechaza la nulidad invocada. 

Se absuelve a los demás citados al trámite.  

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  

A su regreso archívese el expediente.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA     
� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-781/2011


� Se reitera en la sentencia T-528 de 2016


� Página 24 Disco compacto visible a folio 7.


� Sentencia del 03 de marzo de 2011. Exp. No. 11001-22-03-000-2011-00029-01, MP: Solarte R.: reiterada en la sentencia STC7441-2016.


� Sentencia T-388/06
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Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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